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1. INTRODUCCIÓN 

Junto con medidas de carácter general, la normativa fiscal española contempla 
medidas específicas para incentivar la movilidad internacional de los 
trabajadores, tanto en procesos de expatriación como de impatriación. Estas 
medidas, que fueron adoptadas hace tiempo, han cobrado un especial 
protagonismo como consecuencia de la globalización y de la internacionalización 
del empleo posterior a la COVID-19. 

En este sentido, como se verá en el presente capítulo, las últimas modificaciones 
legislativas han adaptado el marco fiscal a nuevas realidades laborales, como el 
teletrabajo transnacional y la contratación de nómadas digitales, facilitando la 
compatibilidad de los incentivos fiscales con este tipo de situaciones laborales.  

El objetivo último de estas medidas es mejorar el atractivo de España a la hora 
de la captación y retención del talento y capital humano extranjero e, 
indirectamente, favorecer la inversión extranjera, la internacionalización 
empresarial y la inversión productiva en el territorio nacional. 

Las dos principales figuras que responden a este fin, y que serán analizadas en 
este capítulo, son: 

• Exención aplicable a los trabajadores residentes fiscales en España que 
se desplazan al extranjero para desarrollar una actividad laboral, establecida 
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en el artículo 7.p) de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio (“LIRPF”).  

• Régimen especial aplicable a los trabajadores, profesionales, 
emprendedores e inversores desplazados a territorio español, también 
conocido como régimen de impatriados o “régimen Beckham1”, regulado en 
el artículo 93 de la LIRPF. 

En ambos casos late la idea de la internacionalización y globalización de las 
empresas mediante un trato más atractivo, desde la perspectiva fiscal, tanto a 
los trabajadores que prestan servicios fuera de España como a aquellos que 
deciden establecerse en el país, lo que en última instancia mejora la 
competitividad y la productividad de las empresas españolas y de la economía 
española en general.  

Debe advertirse que la configuración de ambos incentivos es algo distinta. El 
artículo 7.p) de la LIRPF regula una exención específica en el marco de las 
rentas exentas del IRPF, que permite excluir de gravamen —hasta un 
determinado límite cuantitativo anual— las retribuciones del trabajo percibidas 
por trabajos efectivamente realizados en el extranjero, siempre que se cumplan 
ciertos requisitos relacionados con la efectiva realización de la actividad en un 
país y con la condición fiscal del país de destino. Se trata, por tanto, de un 
beneficio fiscal que no altera la condición de contribuyente del trabajador, el cual 
sigue plenamente integrado en el régimen general del impuesto, quedando 
únicamente estas rentas libres de tributación. 

En cambio, el régimen del artículo 93 de la LIRPF constituye una opción 
excepcional que permite, a quienes adquieran su residencia fiscal en España 
como consecuencia de un desplazamiento motivado por algunas de las causas 
recogidas en el precepto, tributar, durante un plazo temporal limitado, como si 
fueran no residentes. Esto implica que, a pesar de su condición de residentes 
fiscales en territorio español, les será de aplicación el Impuesto sobre la Renta 
de no Residentes (“IRNR”), con ciertas matizaciones. 

En consecuencia, aunque ambos instrumentos comparten una finalidad común, 
están dirigidos a un público objetivo distinto y presentan figuras jurídicas 
diferentes: la exención de rentas concretas en el caso del artículo 7.p) y la 
configuración de un régimen fiscal autónomo y opcional en el supuesto del 
artículo 93. 
 
2. MOVILIDAD HACIA EL EXTERIOR DEL TERRITORIO ESPAÑOL: 

TRABAJADORES RESIDENTES EN ESPAÑA DESPLAZADOS AL 
EXTRANJERO  

La movilidad internacional de trabajadores españoles ha sido abordada por el 
legislador mediante la creación de ventajas fiscales para los trabajadores, 

 

1  El régimen fiscal especial de trabajadores desplazados a territorio español es conocido popularmente como 

régimen Beckham debido a que su creación coincidió en el tiempo con el fichaje del jugador de fútbol David Beckham 

por el Real Madrid C.F.  
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aplicables siempre y cuando la actividad laboral en el extranjero no les suponga 
perder la residencia fiscal en España.  

A continuación, se examinan los dos regímenes especiales que recaen sobre los 
rendimientos del trabajo obtenidos por residentes españoles cuyo 
desenvolvimiento se realiza en el extranjero. 

Exención sobre los rendimientos por trabajos desarrollados en el extranjero 
(artículo 7.p de la LIRPF y artículo 6 del RIRPF)  

2.1 INTRODUCCIÓN 

El artículo 7 de la LIRPF contiene un listado de exenciones aplicables por el 
contribuyente del IRPF, sin perjuicio de otras exenciones contempladas en otros 
preceptos del mismo texto legal. De entre estas exenciones, relacionadas sin un 
aparente orden, la exención recogida en la letra (p) establece: 

«Estarán exentas las siguientes rentas:  

p) Los rendimientos del trabajo percibidos por trabajos efectivamente realizados 
en el extranjero, con los siguientes requisitos:  

1. Que dichos trabajos se realicen para una empresa o entidad no residente 
en España o un establecimiento permanente radicado en el extranjero en las 
condiciones que reglamentariamente se establezcan.  

2. Que en el territorio en que se realicen los trabajos se aplique un impuesto 
de naturaleza idéntica o análoga a la de este impuesto y no se trate de un 
país o territorio considerado como paraíso fiscal.  

La exención se aplicará a las retribuciones devengadas durante los días de 
estancia en el extranjero, con el límite máximo de 60.100 euros anuales.  

Esta exención será́ incompatible, para los contribuyentes destinados en el 
extranjero, con el régimen de excesos excluidos de tributación previsto en el 
reglamento de este impuesto, cualquiera que sea su importe. El contribuyente 
podrá́ optar por la aplicación del régimen de excesos en sustitución de esta 
exención». 

El precepto aborda la configuración de la exención aplicable a ciertos 
rendimientos del trabajo de fuente extranjera, al tiempo que fija el régimen de 
incompatibilidad de esta exención con otras figuras del IRPF. 

Sobre la configuración de la exención, el artículo dispone que están exentos de 
tributación en el IRPF los rendimientos del trabajo percibidos por trabajos 
efectivamente realizados en el extranjero, sujeto al cumplimiento de 
determinados requisitos que, en esencia, pueden organizarse en requisitos de 
carácter (i) subjetivo: el contribuyente debe ser considerado residente fiscal en 
España; (ii) objetivo: los servicios prestados por el empleado y la jurisdicción de 
destino deben reunir unas características específicas; y (iii) cuantitativo: la 
exención tiene un límite máximo de 60.100 euros anuales de rendimientos 
íntegros del trabajo.  

En cuanto a su compatibilidad con otras figuras fiscales, la exención será 
compatible con el régimen de dietas regulado en el Real Decreto 439/2007, de 
30 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas (“RIRPF”) e incompatible con el régimen de excesos.  
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Veamos a continuación ambas cuestiones con el detalle preciso. 

2.1.1 Configuración de la exención de los rendimientos por trabajos desarrollados 
en el extranjero 

(A) Requisitos subjetivos 

1. Mantenimiento de la condición de residente fiscal en territorio español 

La exención del artículo 7.p) de la LIRPF está configurada para ser aplicada a 
contribuyentes del IRPF que, a pesar de su abandono por motivos laborales del 
territorio español, no pierden la condición de residentes fiscales en España.  

En otros términos, la viabilidad de la exención requiere que el contribuyente que 
se desplaza al extranjero a realizar una actividad laboral mantenga su residencia 
fiscal en territorio español, esto es, debe cumplir con (i) el criterio de permanencia 
del artículo 9.1.a) de la LIRPF —permanecer, al menos, 183 días del año natural 
en territorio español—; o (ii) el criterio de centro de intereses económicos del 
artículo 9.1.b) de la LIRPF —la renta y el patrimonio del contribuyente localizado 
en España son superiores a los de cualquier otro país—; o (iii) el criterio del 
centro de intereses familiares del último párrafo del artículo 9.1.b) de la LIRPF 
—el cónyuge no separado legalmente y los hijos menores, si los hubiera, residen 
en territorio español—. 

Para mantener la condición de residente y, por ende, para que se aplique la 
exención, si el desplazamiento es superior a 183 días en el año natural, el 
trabajador deberá mantener su centro de intereses económicos en España o 
debe aplicarse la presunción de residencia por el cónyuge o hijos menores que 
dependan de él. La casuística puede ser muy variada, por lo que habrá de 
analizarse cada caso concreto y los vínculos que permiten mantener la 
residencia fiscal en España. Por ejemplo, en el caso de un trabajador que se 
desplace junto con su familia por un largo periodo de tiempo y celebre un contrato 
de trabajo con la empresa extranjera, la conexión y el centro de intereses 
económicos y familiares con España a priori serán más complejos de acreditar. 
Por el contrario, sería más sencillo mantener el vínculo con España en el 
supuesto en que el trabajador se desplace más de 183 días fuera de España, 
pero vuelva recurrentemente a territorio español o mantenga su nicho familiar en 
España, de forma que, aunque el desplazamiento por motivos laborales se 
extendiese, bien podría catalogarse como ausencia esporádica o, en su defecto, 
permanecería activo el criterio de intereses familiares del artículo 9 de la LIRPF.  

Adicionalmente, no es descartable que la presencia física del trabajador en el 
Estado de desplazamiento, especialmente si se prolonga en el tiempo, permita 
a las autoridades tributarias de este país considerar al trabajador como residente 
fiscal. Esta circunstancia provocaría un conflicto de doble residencia fiscal que, 
en caso de que la jurisdicción de desplazamiento tuviese suscrito un convenio 
para evitar la doble imposición (“CDI”) con España, podrá corregirse mediante 
las cláusulas dirimentes o tie-breaker rules, generalmente recogidas en el 
artículo 4 del CDI.  

2. Desplazamiento efectivo del trabajador al extranjero 

Es requisito constitutivo para la vigencia de la exención la existencia de un 
verdadero desplazamiento físico del trabajador fuera de España, debiendo ser 
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beneficiaria de los servicios laborales una entidad no residente en España o un 
establecimiento permanente.  

Si bien el requisito del beneficiario será abordado a continuación, la importancia 
del traslado debe quedar clara. Así, es requisito constitutivo que los trabajos se 
efectúen realmente en el extranjero y no desde España. No resultará de 
aplicación la exención, aunque el destinatario de los trabajos sea una empresa 
o entidad no residente, si el trabajo se presta esencialmente desde España, sin 
perjuicio de que a través de los desplazamientos tuviera lugar su concreción o 
ultimación. 

Como consecuencia del traslado en las condiciones expuestas, el centro de 
trabajo se fijará, aunque sea de forma temporal, fuera de España. Esto supone 
que los teletrabajadores que prestan su labor desde España no pueden aplicar 
esta exención, pues no existe un desplazamiento físico de su centro de trabajo 
fuera de España, aun cuando su empleador o el destinatario de los servicios sea 
una entidad no residente.  

En cuanto a la carga de la prueba del desplazamiento, como es propio de aquel 
que quiera aplicarse un beneficio fiscal, será el trabajador el que deba reunir los 
medios de pruebas que, conforme a derecho, evidencien la realidad de este 
traslado (a modo de ejemplo: billetes de avión, justificantes de hoteles, comidas, 
visados, registros bancarios, etc.).  

Estrechamente relacionado con el traslado, el ámbito subjetivo de la exención no 
supedita su aplicación a la prexistencia de un contrato de trabajo, admitiendo su 
aplicación sin necesidad de una relación laboral previa que motive el 
desplazamiento al extranjero. En tanto que el propósito de esta exención es 
favorecer la movilidad de trabajadores y la internacionalización de las empresas 
españolas, la exención puede aplicarse tanto cuando el trabajador se desplaza 
al extranjero en ejecución del contrato laboral vigente como cuando el 
contribuyente residente fiscal en España acepta una oferta de trabajo en el país 
de destino. En este sentido, la Dirección General de Tributos (“DGT”)2 ha 
evaluado esta cuestión concluyendo la aplicabilidad de la exención a trabajos 
realizados en el extranjero sin necesidad de la existencia de una relación laboral 
previa que cause el traslado del trabajador al extranjero.  

3. Régimen tributario de la jurisdicción de destino  

La exención está supeditada a que el territorio extranjero de desplazamiento 
aplique un impuesto de naturaleza análoga al IRPF y que no se trate de una 
jurisdicción no cooperativa. Este requisito se entenderá cumplido cuando el 
Estado en cuestión tenga suscrito un CDI con España que contenga una cláusula 
de intercambio de información en vigor. No debe confundirse esta facilidad con 
una necesidad. La existencia de un CDI entre España y el Estado de destino, 
con cláusula de intercambio de información, facilita la aplicación de la exención 
por cuanto se entiende cumplido el requisito tributario; sin embargo, en ausencia 
de este tratado el cumplimiento de este requisito es igualmente posible, si bien, 

 
2  A modo de ejemplo, CV2480-18, CV1803-09, CV1657-09. No obstante, sirva por todas, la Consulta 

Vinculante de la DGT V1478-24. El contribuyente se trasladó a Luxemburgo con motivo de un contrato indefinido 

suscrito con una empresa luxemburguesa. La DGT permitió aplicar la exención en el año del traslado, pues todavía 

mantenía la consideración de residente fiscal en España. 
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en este caso, el empleado deberá esforzarse en reunir las pruebas que permitan 
defender que el Estado de destino del trabajador aplica un impuesto análogo al 
IRPF.  

Sentado lo anterior, la exención no será aplicable en el supuesto de que el 
Estado de desplazamiento sea considerado una jurisdicción no cooperativa 
(actualmente, según la Orden HFP/115/2023, de 9 de febrero). En caso de que 
los trabajos se realicen en varios países, y uno de ellos fuera una jurisdicción no 
cooperativa, la exención no se aplicaría en relación con los trabajos realizados 
en este territorio (CV3240-23). 

Finalmente, el legislador únicamente exige la existencia de un impuesto análogo 
en el Estado de destino, sin que sea necesario que la renta fruto del empleo 
soporte un gravamen efectivo o una tributación mínima en el Estado no 
residente.  

(B) Requisitos objetivos 

Los requisitos objetivos son la piedra angular de la exención, y debe 
diferenciarse entre aquellos dirigidos a las rentas susceptibles de exención y los 
dirigidos a determinar el beneficiario de la actividad laboral. 

4. Naturaleza de las rentas susceptibles de beneficiarse de la exención 

Las rentas que pueden tener acceso a la exención son los rendimientos del 
trabajo definidos en el artículo 17.1 LIRPF derivados de una relación laboral o 
estatutaria, es decir, sueldos y salarios, dietas y asignaciones para viajes, 
contribuciones para planes de pensiones y compromisos de pensiones 
realizados por los empresarios, etc.  

El acceso a la exención de los rendimientos del trabajo por expresa disposición 
legal contemplados en el artículo 17.2 LIRPF es una cuestión conflictiva que ha 
ido variando a lo largo de los años, en la que se pueden encontrar 
pronunciamientos doctrinales de lo más variado e, incluso, contradictorios. Los 
casos que tradicionalmente han planteado más dudas son los siguientes:  

• Miembros de órganos de administración. Es el caso paradigmático de 
retribución cuyo acceso a la exención es dudoso. Tradicionalmente la 
Administración y la doctrina habían sido reticentes a aplicar la exención a 
este colectivo. No obstante, el criterio del Tribunal Supremo, en Sentencia 
de 20 de junio de 2022 (rec. núm. 3468/2020), ha despejado todo tipo de 
dudas ampliando el ámbito de aplicación de la exención a los miembros del 
órgano de administración, siempre que se cumplan los requisitos estipulados 
en el artículo 7.p) y las retribuciones percibidas sean en contraprestación por 
labores ejecutivas y de gestión. Por el contrario, la exención no se aplicaría 
a las retribuciones satisfechas por funciones deliberativas (Sentencia del 
Tribunal Supremo de 22 de marzo de 2021). 

• Becas y ayudas para estudio. Este tipo de rentas no remuneran un trabajo 
realizado para una entidad no residente en España o un establecimiento 
permanente en el extranjero, por lo que no cabría su inclusión en el ámbito 
de la exención. En este sentido, la DGT ha rechazado su aplicación en, entre 
otras, las consultas V1532-13 o V2117-18. 

• Pensiones y otras ayudas públicas. No tendrían acceso a la exención, dada 
la ausencia de vínculo laboral y por derivar de una prestación pasiva, como 
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por ejemplo pensiones que derivan de trabajos realizados en el extranjero 
(V1684-05) o prestaciones por maternidad (V1437-22).  

• Miembros de una misión diplomática o consular. Los miembros de las 
embajadas españolas en el extranjero u otras instituciones públicas, dado 
que no prestarían servicios a una entidad o empresa, no pueden aplicar esta 
exención (V2669-07). 

5. Test del beneficio  

Los servicios deben prestarse para una empresa o entidad no residente en 
España o establecimiento permanente situado en el extranjero.  

El concepto entidad debe entenderse en sentido amplio, incluyendo entidades 
públicas o privadas, organismos internacionales o entidades sin fines lucrativos. 
Para el concepto de establecimiento permanente, deberemos acudir al concepto 
definido en el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo 
(“LIRNR”), o en el CDI oportuno. En ambos casos, el criterio determinante es el 
de localización: el beneficiario de los servicios laborales deberá ser un sujeto 
situado en el Estado del desplazamiento, independientemente de su condición 
de residente o, en el caso de un establecimiento permanente, de no residente.  

Naturalmente, no siempre es sencillo determinar cuándo los servicios suponen 
un beneficio para la entidad no residente o el establecimiento permanente 
situado en el extranjero. La prueba de ello, que puede realizarse por cualquier 
medio de prueba válido en derecho, correrá a cargo del trabajador. 
Habitualmente, existirá una mayor complejidad en superar el test del beneficio 
cuando la entidad extranjera esté vinculada con la entidad española en los 
términos del artículo 18 de la Ley 27/2014, del Impuesto sobre Sociedades 
(“LIS”).  

En principio, cuando no hay vinculación entre la entidad empleadora y la entidad 
receptora, el análisis del beneficio resultaría sencillo bajo la premisa de que, 
cualquiera que sea la actividad del trabajador, el hecho de que el beneficiario 
esté dispuesto a pagar por sus servicios indica que realmente le supondrán una 
ventaja o utilidad. Esta idea se infiere de la interpretación de la DGT en, entre 
otras, las CV 24-7-09 y CV 3-9-10.  

Sin embargo, en el supuesto de que el sujeto destinatario de la actividad laboral 
esté vinculado con la entidad empleadora, será necesario probar que el trabajo 
del desplazado es de utilidad o proporciona alguna ventaja a la entidad no 
residente, siguiendo lo dispuesto en el artículo 18.5 de la LIS para los servicios 
intragrupo. La determinación de esta utilidad o ventaja intragrupo debe 
efectuarse a partir de un enfoque y metodología de precios de transferencia. A 
tal efecto, en línea con la interpretación adoptada por la DGT, resultaría 
conveniente recurrir a lo dispuesto sobre el test de beneficio o utilidad en las 
Directrices de Precios de Transferencia de la OCDE, por el cual se entiende que 
existe utilidad o ventaja para la entidad destinataria si una empresa 
independiente, en idéntica o similar situación, hubiera estado dispuesta a pagar 
a otra empresa por la ejecución del servicio.  

En este sentido, conviene precisar que, aunque la repercusión del coste laboral 
del trabajador desplazado a la entidad no residente no es por sí mismo un factor 
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esencial, es un buen indicio para entender que el servicio prestado genera valor 
añadido a la entidad no residente.  

• Test de beneficio compartido 

Sin perjuicio de lo anterior, puede ocurrir que los servicios prestados por el 
trabajador desplazado beneficien a varias entidades, incluyendo a su empleador; 
o que beneficie a un grupo de entidades en su conjunto.  

En estos casos, la aplicación de la exención había sido rechazada tanto por la 
Administración como por la DGT al entender que parte de la ventaja o utilidad de 
la actividad laboral redundaba en la entidad empleadora residente en España. 
Sin embargo, esta posición fue modificada como consecuencia de la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 28 de marzo de 2019, que interpreta el requisito 
referente al destinatario o beneficiario de dichos trabajos. 

El Tribunal Supremo, en el fundamento de derecho tercero de su sentencia, fija 
los siguientes criterios interpretativos: 

«1) El artículo 7, letra p), LIRPF, resulta aplicable a los rendimientos percibidos 
por funcionarios públicos o personal laboral que se hallan destinados en 
comisión de servicio en un organismo internacional situado en el extranjero y del 
que España forma parte, siempre que los trabajos se realicen materialmente 
fuera del territorio nacional y beneficien al organismo internacional, con 
independencia de que beneficie asimismo al empleador del trabajador o/y a otra 
u otras entidades. 

2) Dicho precepto no prohíbe que los trabajos efectivamente realizados fuera de 
España consistan en labores de supervisión o coordinación, y no reclama que 
los viajes al extranjero sean prolongados o tengan lugar de forma continuada, 
sin interrupciones». 

Luego, un eventual beneficio al empleador o a otras entidades no debería ser 
obstáculo, ya que la verdadera condición es que los trabajos supongan una 
ventaja o utilidad para el país tercero, sin perjuicio de que fuese más allá y la 
ventaja derivase en favor de otras entidades.  

Una posición similar ha sido defendida por la Resolución del Tribunal Económico-
Administrativo Central (“TEAC”) n.º 02625/2018/00/00, de 16 de enero de 2019, 
para el caso de los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado 
o de las Fuerzas Armadas en misiones en el exterior. En este caso, el Tribunal 
identificó al beneficiario para los «trabajos realizados por un miembro de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado español desplegado por FRONTEX 
como guardia de fronteras en un país tercero, en el marco de un convenio 
bilateral entre este último y un Estado miembro de la Unión Europea». En este 
caso, el empleo se entenderá prestado en beneficio del país tercero donde está 
desplazado el trabajador, sin perjuicio de que, de modo indirecto, su desempeño 
laboral pueda redundar en otros Estados. En consecuencia, el trabajo realizado 
por un miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado español 
desplegado por FRONTEX como guardia de fronteras en un país tercero, en el 
marco de un convenio bilateral entre este último y un Estado miembro de la Unión 
Europea, se entenderá prestado para dicho país tercero, pudiendo acogerse los 
rendimientos derivados de él a la exención del artículo 7.p) de la LIRPF. 

(C) Cálculo del importe exento 
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El axioma de partida es que la exención se aplicará a las retribuciones 
devengadas durante los días de estancia en el extranjero, con el límite máximo 
de 60.100 euros anuales.  

Ahora bien, es posible que el trabajador durante su estancia en el extranjero 
perciba distintas modalidades de retribución. Por ello, resulta recomendable 
diferenciar entre la retribución que directamente obedece al desplazamiento y la 
que no es específica por el desplazamiento al extranjero. Para el cálculo del 
límite deberán incluirse, sin que la suma de los conceptos pueda exceder de 
60.100 euros anuales, las siguientes retribuciones: 

• Retribución específica vinculada al desplazamiento. Se tomará la totalidad 
de la retribución recibida como contraprestación especifica y particular por el 
desplazamiento al extranjero, ya sea dineraria o en especie.  

• Retribución no específica. Se incluyen los rendimientos dinerarios y en 
especie devengados durante los días que efectivamente ha estado 
desplazado en el extranjero y que, de ordinario, hubiese percibido 
igualmente de no haberse desplazado al extranjero. Esta retribución también 
incluirá la retribución variable (V1713-22).  

 La inclusión de esta modalidad de retribución exige aplicar un criterio 
proporcional que permita asignar qué parte es atribuible a la estancia en el 
extranjero. Si bien el legislador no ha fijado una regla de proporcionalidad, la 
doctrina ha ido perfilando una fórmula de cálculo y ha concluido como reparto 
proporcional aceptable el resultante de dividir el número de días en el 
extranjero respecto a los 365 o 366 días del año natural o, en su caso, 
respecto del número de días de duración de la relación laboral con el 
pagador en caso de ser inferior al año natural (TEAC unificación de criterio 
19-7-24). 

 El número de días de presencia en el extranjero del numerador incluirá tanto 
el día de llegada al destino como el de regreso a España. A pesar de que su 
inclusión fue una cuestión controvertida, la Sentencia del Tribunal Supremo 
361/2025, de 6 de mayo de 2025, zanjó la cuestión a favor de su inclusión, 
y esta interpretación ha sido aplicada por la DGT (entre otras, V2049-23).  

Por último, cuando concurran diversos pagadores durante el mismo período 
impositivo, el cálculo de la exención y, en particular, el correspondiente a las 
retribuciones no específicas, deberá efectuarse de modo individualizado para 
cada uno de los pagadores con los que se mantuvo relación durante el 
desplazamiento al extranjero, teniendo en cuenta las retribuciones abonadas por 
cada uno, así como el tiempo de vigencia, en cada período impositivo, de cada 
relación de dependencia o ajenidad, sin perjuicio de la aplicación agregada del 
límite cuantitativo de 60.100 € (TEAC unificación de criterio 19-7-24).  

2.1.2 Compatibilidad de la exención de los rendimientos por trabajos 
desarrollados en el extranjero con otras figuras fiscales 

La exención por trabajos desarrollados en el extranjero es compatible con el 
régimen de dietas regulado en el RIRPF. Esto implica que, además de la cantidad 
exenta derivada de la exención por desplazamiento, la persona desplazada 
tendrá derecho a la exoneración de rentas correspondientes a locomoción, 
alojamiento y manutención, siempre que se cumplan los requisitos y límites 
establecidos en el régimen de dietas. En este sentido, conviene recordar que, 
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además de los límites cuantitativos contemplados en el RIRPF, la exoneración 
por dietas también está limitada a un periodo de nueve meses3 según dispone el 
propio RIRPF.  

El exceso no exento de la dieta dejará de beneficiarse de su exención del RIRPF, 
pero, en su caso, podrá sumarse a la modalidad de retribución específica por 
desplazamiento con derecho a la exención del artículo 7.p) de la LIRPF, siempre 
con el límite global de 60.100 €. 

En contraposición, la exención de rentas del trabajo por desplazamiento al 
extranjero es incompatible con el de excesos. Los artículos 7.p) LIRPF y 6 del 
RIRPF establecen expresamente su incompatibilidad con el régimen de excesos, 
que será analizado en el siguiente apartado.  

Finalmente, la exención del artículo 7.p) no es compatible con el régimen de 
impatriados regulado en el artículo 93 de la LIRPF. El artículo 93.2.a) de la LIRPF 
precisa que no resulta de aplicación el artículo 14 LIRNR, lo que impide la 
remisión a las exenciones del artículo 7 de la LIRPF que contiene este precepto. 
La DGT ha mantenido este criterio en diversas ocasiones, entre las que 
destacan, las V2547-24 y V0856-19.  

2.2 RÉGIMEN DE EXCESOS (ARTÍCULO 9.A.3.B DEL RIRPF) 

2.2.1 Marco de aplicación 

El régimen de excesos comparte la misma finalidad que el establecido en el 
artículo 7.p), pero se aplica a un tipo de renta diferente. Así, se configura como 
un incentivo fiscal dirigido a trabajadores desplazados por su empleador a un 
destino al extranjero que, manteniendo su condición de residentes fiscales en 
España, pueden exceptuar de tributación en el IRPF la retribución percibida en 
“exceso” fruto de su desplazamiento, en comparación con la que hubiesen 
recibido de permanecer en España. 

La noción de exceso se encuentra en el RIRPF: «El exceso que perciban los 
empleados de empresas, con destino en el extranjero, sobre las retribuciones 
totales que obtendrían por sueldos, jornales, antigüedad, pagas extraordinarias, 
incluso la de beneficios, ayuda familiar o cualquier otro concepto, por razón de 
cargo, empleo, categoría o profesión en el supuesto de hallarse destinados en 
España». A modo ilustrativo, la DGT en su CV 2029-00 ha interpretado que 
constituyen un exceso sobre las retribuciones totales que obtendrían en España 
«las retribuciones dinerarias por “indemnización por destino”, “incentivo de 
permanencia” y “gratificación por tiempo trabajado en el extranjero”». 

La aplicación del régimen está condicionada a la adquisición de la condición de 
“destinado” en el extranjero. Este concepto se encuentra expresamente definido 
en el artículo 40 del Estatuto de los Trabajadores e implica la existencia de un 
cambio de centro de trabajo a efectos laborales que conlleve que el trabajador 
vaya a residir más de nueve meses en el mismo municipio. En otras palabras, 
solo se entenderá destinado, a los efectos del régimen fiscal de excesos, el 
trabajador que cambie su centro de trabajo a otro municipio por un periodo de 
estancia superior a los nueve meses. Luego, este requisito impide la aplicación 
del régimen a aquellos trabajadores que se desplazan al extranjero a realizar un 

 
3  Esta limitación ha sido interpretada por la DGT, entre otras, en CV3449-19 o CV0333-10.  
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trabajo determinado por un periodo inferior a nueve meses y, cuando este 
finaliza, retornan a su lugar de trabajo habitual (DGT, CV4107-16, de 26 de 
septiembre).  

2.2.2 Requisitos para su aplicación 

Se deduce del apartado anterior que la aplicación del régimen de excesos está 
supeditado al cumplimiento de ciertos requisitos. No obstante, en líneas 
generales, este régimen presenta una menor cantidad de condicionantes que el 
previsto en el artículo 7.p) de la LIRPF. 

En primer lugar, desde una perspectiva material, las rentas susceptibles de 
acogerse al régimen de excesos son los rendimientos del trabajo derivados de 
una relación laboral o estatutaria de acuerdo con el artículo 17.1 RIRPF, 
caracterizados por las notas de ajenidad y dependencia.  

En segundo lugar, el empleado debe adquirir la condición de “destinado” en el 
extranjero en los términos contemplados en el Estatuto de Trabajadores y que, 
en resumen, supone un desplazamiento estable por un periodo superior a nueve 
meses que implique un cambio de centro de trabajo a efectos laborales. El 
cómputo de este período continuado deberá realizarse de fecha a fecha (DGT, 
CV0705-17, de 17 de marzo). 

La exigencia de un desplazamiento continuado puede poner en peligro el 
requisito de mantenimiento de la residencia en territorio español. En efecto, el 
plazo de nueve meses puede complicar el mantenimiento de la residencia fiscal 
en España, dado que no se cumpliría el requisito de permanencia durante un 
periodo de, al menos, 183 días. Alternativamente, será necesario recurrir al 
criterio del centro intereses económicos en España o a la presunción de cónyuge 
e hijos dependientes residentes en España para mantener la residencia fiscal.  

2.2.3 Relación con la exención sobre rendimientos por trabajos obtenidos en el 
extranjero  

El régimen de excesos se configura como un régimen alternativo a la exención 
del artículo 7.p). Tal y como se ha indicado antes, se trata de regímenes 
incompatibles: no es posible aplicar el régimen de excesos y la exención del 
artículo 7.p), por lo que el contribuyente deberá optar por uno u otro régimen en 
aquellos casos en los que ambos fuesen aplicables. 

Generalmente, en la práctica, el artículo 7.p) suele ser más favorable cuando la 
renta afectada por el desplazamiento es inferior al límite establecido en el 
artículo, mientras que el régimen de excesos, al no establecer un límite 
cuantitativo, es propicio para niveles de renta más elevados. 

Finalmente, el régimen de excesos no es compatible con la exención para dietas 
y asignaciones. La configuración del régimen de excesos, supeditada a 
desplazamientos superiores a nueve meses, impide la exención de dietas. Sin 
embargo, las dietas y asignaciones podrán ser consideradas como excesos, 
quedando exentas por mor del régimen de excesos. 
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3. MOVILIDAD HACIA EL INTERIOR DEL TERRITORIO ESPAÑOL: 
RÉGIMEN ESPECIAL APLICABLE A LOS TRABAJADORES, 
PROFESIONALES, EMPRENDEDORES E INVERSORES 
DESPLAZADOS A TERRITORIO ESPAÑOL (ARTÍCULO 93 DE LA LIRPF 
Y ARTÍCULOS 113 AL 120 DEL RIRPF) 

El régimen de desplazados, diseñado para atraer talento extranjero a cambio de 
condiciones fiscales ventajosas, constituye una herramienta estratégica para 
captar capital humano que ha sido empleada tanto por España como por los 
países de nuestro entorno. En el caso español, como se verá en el presente 
capítulo, el régimen de desplazados se construye a partir del ofrecimiento a las 
personas físicas desplazadas a territorio español de optar por un tratamiento 
fiscal especial similar al dado a los sujetos no residentes, pero bajo la cobertura 
del IRPF. 

3.1 EVOLUCIÓN NORMATIVA 

El régimen de impatriados ha experimentado una notable transformación 
normativa en las últimas décadas motivada tanto por la necesidad de adaptar la 
legislación española a los nuevos modelos laborales como por el objetivo de 
definir con mayor precisión el colectivo beneficiario de este régimen.  

Fue la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y 
del orden social, la norma que introdujo el régimen fiscal especial para 
trabajadores impatriados en España mediante la inclusión de un nuevo apartado 
5 en el artículo 9 de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias. Este precepto fue 
desarrollado reglamentariamente por el Real Decreto 687/20054. 

Con motivo de la actualización de la norma base del IRPF, la regulación del 
régimen de impatriados se trasladó al artículo 93 de la actual LIRPF.  

Tras su implantación, el régimen de impatriados fue sufriendo modificaciones de 
naturaleza técnica que buscaban perfeccionar su aplicación y delimitar con 
mayor precisión su alcance. De estas modificaciones cabe destacar la elevada 
por la Ley 26/2009, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, 
que estableció una nueva causa de exclusión del régimen, consistente en la 
previsión de superar el límite máximo anual de 600.000 euros de rendimientos 
del trabajo en cualquiera de los periodos impositivos de vigencia del régimen. La 
fijación de este límite bajo un sistema de previsión no tuvo el efecto práctico que 
el legislador pretendió; sin embargo, se mantuvo hasta la entrada en vigor de la 
Ley 26/2014, de 27 de noviembre, por la que se modifican la Ley 35/2006, de 28 
de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el texto 
refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de no Residentes, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 5/2004, de 5 de marzo, y otras normas tributarias.  

Esta Ley, en vigor desde enero de 2015, representó una profunda modificación 
del régimen de impatriados. La principal novedad consistió en la ampliación del 
ámbito subjetivo del régimen para incluir a trabajadores desplazados que, 

 
4  Real Decreto 687/2005, de 10 de junio, por el que se modifica el Reglamento del Impuesto sobre la Renta 

de las Personas Físicas, aprobado por el Real Decreto 1775/2004, de 30 de julio, para regular el régimen especial de 

tributación por el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, y se eleva el porcentaje de gastos de difícil justificación 

de los agricultores y ganaderos en estimación directa simplificada. 
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además de su relación laboral, podían asumir funciones de administración o 
dirección en sociedades, siempre que se establecieran ciertas garantías 
patrimoniales. Asimismo, se aprovechó para introducir un sistema de tipos 
impositivos escalonado e independiente para las rentas del trabajo respecto del 
resto de las rentas y para prohibir el acceso al régimen a los deportistas 
profesionales regulados por el Real Decreto 1006/1985, de 26 de junio. 
Posteriormente, la Ley 11/2020, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2021 actualizó, con efectos desde 1 de enero de 2021, la escala de 
gravamen del régimen.  

Finalmente, la evolución normativa del artículo 935 culmina con su reforma 
estructural más importante motivada por la Ley 28/2022, de fomento del 
ecosistema de las empresas emergentes (“Ley de Startups”). Este texto implicó 
una redefinición profunda del régimen de impatriados motivada, según consta en 
su exposición de motivos, por la necesidad de «mejora el acceso al régimen 
fiscal especial aplicable a las personas trabajadoras desplazadas a territorio 
español con el objetivo de atraer el talento extranjero». Como se analizará a 
continuación, esta modificación transforma los pilares del régimen: reduce el 
número de periodos impositivos previos al desplazamiento en los que el 
trabajador no podía haber sido residente fiscal en España, amplía su ámbito de 
aplicación a nuevas modalidades laborales y determinadas relaciones 
profesionales y económicas, y permite extender la opción por el régimen especial 
al cónyuge y a los hijos menores de veinticinco años.  

La adaptación reglamentaria de la reforma de la Ley 28/2022 se llevó a cabo 
mediante el Real Decreto 1008/2023, que supuso su concreción técnica y 
práctica. 

3.2 ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL RÉGIMEN DE DESPLAZADOS A 

TERRITORIO ESPAÑOL 

Las personas físicas que adquieran su residencia fiscal en España como 
consecuencia de su desplazamiento a territorio español podrán optar por tributar 
conforme al régimen especial de impatriados, siempre que se cumplan las 
siguientes condiciones: 

a) No haber sido residentes fiscales en España durante los cinco períodos 
impositivos anteriores a aquel en que se produzca el desplazamiento a 
territorio español. 

b) Que el desplazamiento a España se realice, bien en el primer año de 
aplicación del régimen, bien en el año inmediato anterior, y obedezca a 
alguna de las causas expresamente recogidas en la norma. 

c) Que no se obtengan rentas empresariales o profesionales susceptibles de 
ser calificadas como derivadas de un establecimiento permanente ubicado 
en territorio español, salvo en los supuestos previstos en la norma. 

En caso de cumplir los requisitos y ejercer adecuadamente la opción, el sujeto 
desplazado podrá acogerse al régimen especial de impatriados, caracterizado 
por una fiscalidad con relevantes similitudes a la prevista en el IRNR. El 

 
5  El régimen de impatriados resulta aplicable en los territorios forales, si bien dichos territorios cuentan con 
una regulación propia que difiere en requisitos y contenido respecto a la normativa estatal. 
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acogimiento al régimen no alterará la condición de residente fiscal en España del 
desplazado y, consecuentemente, su condición de contribuyente del IRPF.  

Sentado lo anterior, el análisis detallado de este régimen exige el siguiente 
estudio segmentado: 

3.2.1 Ámbito objetivo 

El régimen de impatriados está condicionado a que el desplazamiento a España 
se realice, bien en el primer año de aplicación del régimen, bien en el año 
inmediato anterior, y que venga motivado por alguna de las siguientes causas de 
desplazamiento:  

A. El inicio de una relación laboral, ordinaria o especial o estatutaria con un 
empleador en España o, en caso de prexistencia de la relación laboral, 
deberá existir una decisión del empleador actual de trasladar a la persona 
física a España. 

B. La adquisición de la condición de administrador de una entidad.  

 En el caso en que se trate de una entidad patrimonial (definida en el artículo 
5.2 LIS), el administrador no podrá tener una participación en dicha entidad 
que determine su consideración como entidad vinculada (artículo 18 LIS).  

C. La realización de una actividad emprendedora en los términos del artículo 70 
de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su 
internacionalización (“Ley de Apoyo a Emprendedores”). 

D. La realización en España de una actividad económica por parte de un 
profesional altamente cualificado que preste servicios a empresas 
emergentes en el sentido del artículo 3 de la Ley de Startups o que lleve a 
cabo actividades de formación, investigación, desarrollo e innovación, 
percibiendo por ello una remuneración que represente en conjunto más del 
40 % de la totalidad de los rendimientos empresariales, profesionales y de 
trabajo personal. 

Procede a continuación un examen de cada una de las causas: 

(A)  Inicio o mantenimiento de una relación laboral o estatutaria 

En este contexto, el desplazamiento debe estar motivado por el inicio de una 
relación laboral o estatutaria en territorio español que requiera el traslado del 
empleado. En caso de que esta relación ya existiese, el traslado deberá 
responder a una nueva necesidad laboral que exija que el empleado se traslade 
a España para su desempeño. Esta necesidad deberá venir detallada en una 
carta de desplazamiento emitida por el empleador.  

Nótese que desde la reforma introducida por la Ley 28/2022, el régimen se 
amplía para dar cabida al desplazamiento para prestar una actividad laboral «a 
distancia, mediante el uso exclusivo de medios y sistemas informáticos 
telemáticos y de telecomunicación». En particular, se entenderá cumplida esta 
circunstancia en caso de trabajadores por cuenta ajena que cuenten con el 
visado para el teletrabajo de carácter internacional previsto en la Ley de Apoyo 
a Emprendedores. 

Completando esta causa de traslado, el abandono voluntario u obligatorio del 
empleo que motivó el traslado no conlleva la pérdida automática de la cobertura 
del régimen de impatriados. En este sentido, una situación temporal de 
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desempleo o inactividad no generará la exclusión automática del régimen, 
siempre y cuando se trate de una situación de breve duración, según ha 
señalado la DGT, entre otras, en CV2544-20, CV2652-17 o CV1739-17. Cabe 
anticipar que el órgano consultivo no precisa qué debe entenderse por breve 
duración6 y habrá que estar a las circunstancias de cada caso concreto.  

(B) La adquisición de la condición de administrador 

Desde la reforma de la Ley 28/2022, los administradores de personas jurídicas 
que se hayan trasladado a territorio español para desempeñar su cargo podrán 
acceder al régimen de impatriados con independencia de la vinculación 
mantenida con la sociedad administrada. El administrador podrá tener el 
porcentaje de participación que considere, sin que ello, per se, suponga un 
obstáculo para su acogimiento al régimen de impatriados. 

Esta regla se encuentra delimitada por dos disposiciones adicionales. La 
primera, directamente establecida en la LIRPF, indica que cuando el traslado sea 
motivado por la adquisición de la condición de administrador de una entidad 
patrimonial (en los términos del artículo 5.2 LIS), el administrador no podrá tener 
una participación en dicha entidad que implique su consideración como entidad 
vinculada (artículo 18 LIS).  

La segunda limitación viene impuesta por el acervo laboral y de la Seguridad 
Social. El administrador, al igual que un empleado, que posea una participación 
igual o superior al 25 % del capital social de la entidad administrada, activa una 
serie de escenarios donde, en función del porcentaje de participación respecto 
al resto del accionariado, podría estar compelido a encuadrarse en el régimen 
de cotización de autónomos en la Seguridad Social. Desde una óptica fiscal, esta 
exigencia podría condicionar la naturaleza de las rentas pagadas por la entidad, 
que podrían ser consideradas rendimientos de actividades económicas o 
profesionales, lo que —como veremos más adelante— impediría la aplicación 
del régimen de impatriados, toda vez que este únicamente ampara rentas 
laborales, con la salvedad de ciertas excepciones. 

En otro orden de cosas, el desplazamiento motivado por la adquisición de la 
condición de administrador está igualmente afectado por la causalidad. El motivo 
del desplazamiento debe ser la obtención del cargo de administrador. Esta 
exigencia de causalidad impide que puedan acogerse al régimen aquellos 
desplazados que previamente ya venían desempeñando el cargo de 
administradores de la sociedad, pues en estos casos se entiende que no hay 
relación de causalidad entre el desplazamiento y el nombramiento (entre otras, 
CV1163-17). 

 
6 La CV1482-20 analiza el supuesto en el que un trabajador estuvo casi cuatro meses desempleado sin que 
la Administración considerara que esta inactividad era merecedora de pérdida del régimen. En el mismo sentido, 
destaca la consulta V1388-24, en la que el centro directivo analiza el supuesto de un sujeto que venía aplicando el 
régimen de impatriados desde su contratación como empleado por una entidad española, y que fue despedido por 
decisión unilateral del empleador, quedando el sujeto obligado, por cláusula de no competencia poscontractual, a 
permanecer un período de seis meses sin aceptar otra oferta de trabajo. Terminado este plazo, el consultante 
aceptaría una nueva oferta de empleo en otra empresa española.  
En sentido contrario, la consulta V0128-25 la DGT considera que el cese de la relación laboral seguido de un período 
de inactividad de dos años produciría la exclusión del régimen especial, dado que en ese caso no se estaría ante una 
situación de desempleo o inactividad «transitoria» y «durante períodos de tiempo irrelevantes». 



 

 16/21 

Finalmente, el abandono de la relación laboral motivante del desplazamiento 
para pasar a ser administrador de una entidad, cumpliendo los requisitos 
aplicables a este caso, no supondría una causa de exclusión del régimen, tal y 
como ha venido señalando la DGT (sirva, por todas, CV1916-20). 

(C) La realización de actividades emprendedoras 

Desde el 1 de enero de 2023, el régimen especial de impatriados se extiende a 
quienes realicen en España una actividad económica calificada como 
emprendedora.  

Como es lógico, el legislador fiscal remite la definición y delimitación de este 
nuevo concepto a la normativa sectorial correspondiente. En el presente caso, 
esta función corresponde a la Ley de Apoyo a Emprendedores, que establece 
los requisitos para que una actividad pueda ser calificada como emprendedora, 
los cuales, en términos generales, son: (i) tratarse de una actividad innovadora 
y/o de especial interés económico para España; (ii) contar con un informe 
favorable emitido por la Empresa Nacional de Innovación (“ENISA”), que deberá 
ser solicitado previamente al desplazamiento a territorio español; y (iii) disponer 
de la autorización de residencia para actividad empresarial antes del 
desplazamiento a España. Respecto los ciudadanos de la Unión Europea, dado 
que por la aplicación del derecho a la libre circulación y residencia no les resulta 
exigible este tipo de autorización, basta con tener el informe favorable de ENISA.  

Asimismo, si con posterioridad al inicio de la aplicación del régimen el 
contribuyente comienza a desarrollar una actividad emprendedora distinta, 
deberá igualmente acreditar informe favorable emitido por ENISA para que dicha 
actividad quede comprendida dentro del ámbito de aplicación del régimen 
especial. 

(D) Tener la condición de profesional altamente cualificado que preste servicios 
a empresas emergentes o que lleve a cabo actividades de formación, 
investigación, desarrollo e innovación 

A estos efectos, se entenderá que un profesional reúne la condición de altamente 
cualificado cuando cuenten con alguna de las titulaciones reconocidas en el 
artículo 71 de la Ley de Apoyo a Emprendedores. En particular, se entenderá 
cumplida esta circunstancia cuando el contribuyente disponga antes de su 
desplazamiento a territorio español de la autorización de residencia a que se 
refiere el citado artículo 71 de la Ley de Apoyo a Emprendedores. 

Una vez adquirida tal condición, el profesional deberá (i) prestar sus servicios a 
empresas que tengan la condición de emergentes en el sentido del artículo 3 de 
la Ley de Startups; o (ii) desempeñar actividades de formación, I+D+i, 
percibiendo por ello una remuneración que represente más del 40 % del total de 
sus rendimientos empresariales, profesionales y de trabajo personal. Se 
considerará que se llevan a cabo esas actividades de formación cuando concurra 
alguno de los supuestos a que se refieren las letras a), b), c) y d) del apartado 1 
del artículo 72 de la Ley de Apoyo a Emprendedores. En particular, se entenderá 
cumplida esta circunstancia cuando el contribuyente disponga antes de su 
desplazamiento a territorio español de la autorización de residencia prevista en 
el artículo 72 de la Ley de Apoyo a Emprendedores.  

Finalmente, el ámbito objetivo del régimen de desplazados debe completarse 
con el examen de su incompatibilidad con la obtención de rentas profesionales 
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o empresariales. Con la excepción de las actividades expresamente señaladas 
en el artículo, el desplazado no podrá obtener rentas profesionales o 
empresariales que puedan calificarse como obtenidas mediante un 
establecimiento permanente situado en territorio español. A estos efectos, el 
concepto de establecimiento permanente será el recogido en el artículo 13 de la 
LIRNR.  

Luego, si durante alguno de los ejercicios de aplicación del régimen el 
contribuyente, al margen de su actividad laboral o de su condición de 
administrador, realizara una actividad profesional o económica en territorio 
español, susceptible de ser constitutiva de un establecimiento permanente, 
quedaría automáticamente excluido del régimen. 

3.2.2 Ámbito subjetivo  

Es evidente que el sujeto desplazado será el principal beneficiario del régimen 
especial. Sin embargo, desde principios del año 2023, el legislador flexibilizó el 
perímetro subjetivo del régimen, en contra de lo que venía entendiendo la 
doctrina administrativa hasta el momento, permitiendo la extensión del régimen 
especial al cónyuge del desplazado y a los hijos menores de veinticinco años, o 
de cualquier edad en caso de discapacidad. 

Para estos familiares la norma supedita la aplicación del régimen al cumplimiento 
de ciertos requisitos, entre los que destaca el temporal: estos familiares podrán 
aplicar el régimen especial siempre y cuando el contribuyente principal siga 
teniendo derecho de acceso a él. 

En ausencia de vínculo matrimonial, podrá aplicar el régimen especial el 
progenitor de los hijos recién señalados, siempre que concurran las siguientes 
condiciones: 

a) Que se desplacen a territorio español juntamente con el desplazado 
principal. En caso de que su desplazamiento sea anterior o posterior al del 
beneficiario principal, serán de aplicación las siguientes condiciones:  

• En caso de desplazamiento previo, este no deberá implicar la 
adquisición de la residencia fiscal en España antes del primer período 
impositivo en el que el régimen especial sea aplicable al beneficiario 
principal. 

• En caso de desplazamiento posterior, deberá asegurarse de que no 
haya finalizado el primer período impositivo en el que el régimen 
resulte de aplicación para el beneficiario principal. 

b) Que adquieran su residencia fiscal en España. 

c) Que no hubiese sido residente en España durante los cinco periodos 
impositivos previos al desplazamiento. 

d) Que no obtenga rentas que se calificarían como obtenidas mediante un 
establecimiento permanente situado en territorio español. 

e) Que la suma de las bases liquidables de los familiares acogidos al régimen 
especial bajo esta posibilidad sea inferior a la base liquidable del beneficiario 
principal, en cada uno de los períodos impositivos de aplicación. 
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3.2.3 Ámbito temporal 

El régimen especial de impatriados cuenta con una duración limitada, cuyo 
período impositivo de inicio puede dar lugar a interpretaciones y conflictos en su 
aplicación. 

El punto de partida es que el régimen de impatriados es un régimen aplicable 
exclusivamente a contribuyentes del IRPF; luego, no podrá entrar en vigor hasta 
el período impositivo en el que el desplazado adquiera la condición de residente 
fiscal en España, ya que, de lo contrario, no le será de aplicación el IRPF ni, por 
ende, el régimen especial de impatriados. En el supuesto de que el 
desplazamiento se produzca en unos términos que impidan al desplazado 
adquirir la condición de residente fiscal en España, a pesar de no ser de 
aplicación el IRPF, dada su condición de no residente fiscal, estará sujeto a la 
tributación correspondiente al IRNR, no por derechos adquiridos, sino por su 
naturaleza jurídica.  

Una vez adquirida la residencia fiscal en España, el régimen se extenderá 
durante los cinco ejercicios fiscales consecutivos posteriores, tal y como precisa 
el artículo 115 del RIRPF.  

3.3 CONTENIDO DEL RÉGIMEN DE DESPLAZADOS A TERRITORIO ESPAÑOL 

El sujeto acogido al régimen de impatriados podrá tributar, pese a ser residente 
fiscal español, con arreglo a las condiciones del IRNR, sin perjuicio de las 
especialidades que se analizarán a continuación. En esta modalidad, la deuda 
tributaria del impatriado se determinará considerando únicamente aquellas 
rentas que, según los puntos de conexión de la LIRNR, se entiendan obtenidas 
en España. Sirva para ilustrar que los dividendos, intereses y ganancias de 
capital obtenidos por el desplazado serán objeto de tributación únicamente si 
proceden de fuentes situadas en España, es decir, si han sido generados u 
obtenidos dentro del territorio español. 

Como se ha advertido, a pesar de la remisión a los criterios de conexión de la 
LIRNR, existen una serie de particularidades que suponen un alejamiento de la 
norma de no residentes: 

• Tributación por obligación personal para las rentas del trabajo. Se entienden 
obtenidos en España la totalidad de los rendimientos del trabajo con 
independencia de su lugar de obtención o residencia del pagador. En otras 
palabras, la totalidad de las rentas del trabajo se integrarán en la base 
imponible, siguiendo el modelo del IRPF en lugar del IRNR —bajo este último 
impuesto únicamente tributarían en España las rentas laborales fruto del 
trabajo desempeñado en territorio español—.  

 En contraposición, esta vis atractiva sobre los rendimientos de trabajo trae 
consigo ciertas consecuencias positivas para el impatriado: (i) le será de 
aplicación el régimen de dietas, gastos de locomoción, manutención y 
estancia; y (ii) le será de aplicación el régimen de valoración de rentas del 
artículo 42 de la LIRPF. 

• Tributación por obligación personal para las rentas de actividades 
económicas calificadas como actividad emprendedora. En los mismos 
términos que las rentas del trabajo, la totalidad de los rendimientos de 
actividades económicas calificadas como actividades emprendedoras 
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obtenidos por el impatriado durante la aplicación del régimen especial se 
entenderán obtenidos en territorio español. 

• A efectos de la liquidación del impuesto, se gravarán de forma acumulada 
las rentas obtenidas por el contribuyente en territorio español durante el año 
natural, sin que sea posible realizar compensación alguna entre ellas. 

• La deducción por doble imposición internacional prevista en el artículo 80 de 
la LIRPF se aplicará a los rendimientos del trabajo y de actividades 
económicas calificadas como emprendedoras, obtenidos en el extranjero, 
con un límite del 30 % sobre la cuota íntegra correspondiente a la totalidad 
de dichos rendimientos en el período impositivo. 

• Los sujetos acogidos al régimen especial no podrán aplicar las exenciones 
previstas en el artículo 14 LIRNR, por expresa disposición legal —artículo 
93.2.a) de la LIRPF—; mientras que parecería que debe llegarse a la misma 
conclusión para las exenciones del artículo 7 de la LIRPF, si bien en este 
caso por disposición doctrinal (CV0856-19 y CV0235-16). 

• El tipo impositivo aplicable varía en función de la naturaleza e importe de la 
renta. La base liquidable será gravada mediante una escala que varía en 
función del importe; mientras que la base liquidable del ahorro tributará 
mediante una tarifa progresiva.  

En otro orden de cosas, la condición de impatriado tiene consecuencias en el 
ámbito internacional. Los impatriados serán considerados residentes fiscales en 
España y, por ello, estarán en posesión de un certificado de residencia fiscal 
expedido por la autoridad tributaria española. No obstante, con carácter general, 
dicho certificado carece de validez para efectos de aplicación de los CDI 
suscritos por España con otras jurisdicciones, salvo que en el convenio 
correspondiente se estipule expresamente lo contrario. 

Como complemento a lo expuesto, resulta pertinente destacar la referencia 
contenida en el artículo 120.2 del RIRPF al requisito de “condición de 
reciprocidad”. El impatriado podría acceder a un certificado de residencia fiscal 
válido a los efectos de los convenios de doble imposición a condición de 
reciprocidad. La experiencia práctica es que esta posibilidad no se ha ejercido 
por parte de la Administración española.  

3.4 REQUISITOS FORMALES DEL RÉGIMEN DE DESPLAZADOS A 

TERRITORIO ESPAÑOL 

3.4.1 Ejercicio de la opción por el Régimen 

El régimen de desplazados a territorio español es de aplicación opcional, 
debiendo ejercitarse esa opción de forma expresa y dentro del plazo previsto en 
el artículo 116 del RIRPF.  

Así, la opción debe manifestarse en un plazo máximo de seis meses a contar 
desde la fecha de inicio de actividad que conste en el alta de la Seguridad Social 
o en la documentación que le permita, en su caso, el mantenimiento de la 
legislación de Seguridad Social de origen o, en caso de que no fuera obligatoria 
el alta en la Seguridad Social, en el documento justificativo de la fecha de inicio 
de la actividad.  
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En este plazo, que se cuenta de fecha a fecha, el desplazado ejercitará la opción 
mediante la presentación del modelo 1497. Junto con el modelo, deberá 
presentar la siguiente documentación adicional, según dispone el artículo 119 
RIRPF: 

a) Cuando se inicie una relación laboral, un documento justificativo emitido por 
el empleador, en el que se exprese el reconocimiento de la relación laboral 
o estatutaria con el contribuyente, la fecha de inicio de la actividad que 
conste en el alta en la Seguridad Social en España, el centro de trabajo y su 
dirección, la duración del contrato de trabajo y que el trabajo se realizará 
efectivamente en España. 

b) Cuando se trate de un desplazamiento ordenado por el empleador, copia de 
la carta de desplazamiento del empleador, así como un documento 
justificativo emitido por este en el que se exprese la fecha de inicio de la 
actividad que conste en el alta en la Seguridad Social en España o en la 
documentación que permita, en su caso, el mantenimiento de la legislación 
de Seguridad Social de origen, el centro de trabajo y su dirección, así como 
la duración de la orden de desplazamiento. 

c) Cuando se adquiera la condición de administrador, un certificado de la 
empresa en el que se exprese la fecha de nombramiento y que la 
participación del contribuyente en la entidad no implica ser parte vinculada 
en los términos previstos en el artículo 18 de la LIS. 

Para el caso de los familiares que quieran quedar amparados por el régimen 
especial, el plazo de seis meses se computará desde la fecha de su entrada en 
territorio español o en el plazo previsto para el beneficiario principal si fuera 
mayor. La determinación de la vinculación con el beneficiario principal, así como 
de la edad y situación de discapacidad, se realizará atendiendo a la situación 
existente en el momento de ejercitar su opción por el régimen especial. 

En respuesta al ejercicio de la opción, la Administración tributaria expedirá al 
solicitante un documento acreditativo en el que conste que opta por la aplicación 
del régimen, en un plazo de diez días hábiles. Nótese que en la práctica esto 
suele generar malentendidos, ya que el documento emitido por la autoridad fiscal 
únicamente indica que se ha ejercitado la opción adecuadamente y en ningún 
caso este documento puede considerarse como un salvoconducto para la 
aplicación del régimen de impatriados. 

Por último, la falta de opción expresa durante el plazo señalado supone 
imposibilidad de acogerse al régimen. La Administración y la jurisprudencia se 
han mostrado especialmente estrictas en este aspecto, en el que destacan —por 
ilustrativas— la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de mayo de 2020, rec. 
número 5692-2017, y la Resolución del TEAC de 11 de marzo de 2019.  

3.4.2 Gestión tributaria del régimen de impatriados 

El impatriado estará obligado a presentar la declaración del IRPF, mediante el 
modelo de declaración específico para el régimen especial (Modelo 151), en los 
plazos establecidos con carácter general. En este sentido, conviene no olvidar 

 

7  Los modelos y su documentación adicional son los vigentes en el momento de elaboración de la obra.  
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que el impatriado es residente fiscal en España, por lo que la remisión al IRPF 
en cuestiones de gestión tributaria resulta pertinente.  

Siguiendo con las cuestiones de gestión, existen obligaciones especiales para 
dos tipos de rentas que, eventualmente, podría obtener un sujeto impatriado. En 
primer lugar, aquellos que perciban rendimientos derivados de actividades 
económicas deberán cumplir con las obligaciones formales previstas en el 
artículo 6 del Reglamento del Impuesto sobre la Renta de no Residentes. En 
segundo lugar, en el caso de transmisiones de bienes inmuebles situados en 
territorio español realizadas por impatriados, resultará de aplicación la obligación 
de retención correspondiente al adquirente, conforme a lo establecido en el 
artículo 25.2 de la LIRNR. 

Continuando con los pagos a cuenta, las retenciones e ingresos a cuenta en 
concepto de pagos a cuenta derivados de este régimen especial se efectuarán 
conforme a lo previsto en la LIRNR para las rentas obtenidas sin mediación de 
establecimiento permanente. No obstante, dado su tratamiento especial, el tipo 
de retención o ingreso a cuenta aplicable a los rendimientos del trabajo será del 
24 %, salvo que las retribuciones satisfechas por el mismo pagador durante el 
año natural superen los 600.000 euros, en cuyo caso el tipo de retención 
aplicable al exceso será del 47 %. 

Finalmente, como todo régimen opcional, el legislador contempla un mecanismo 
de renuncia. El artículo 117 del RIRPF señala que los impatriados podrán 
renunciar al régimen especial mediante la presentación de la pertinente 
comunicación, en los términos del artículo 119 del RIRPF, durante los meses de 
noviembre y diciembre anteriores al inicio del año natural en que la renuncia deba 
surtir efectos.  

3.4.3 Relación del régimen de impatriados con otros tributos 

Los sujetos desplazados acogidos el régimen especial de impatriados estarán 
sujetos al Impuesto sobre el Patrimonio por obligación real, esto es, únicamente 
en relación con los bienes y derechos que estuvieran situados, pudieran 
ejercitarse o hubieran de cumplirse en territorio español. El tipo de gravamen 
será el establecido en la norma de la comunidad autónoma donde resida el 
impatriado, sin que les sea de aplicación el régimen de opción contemplado para 
los no residentes entre norma estatal o norma autonómica.  

Este mismo sistema será de aplicación para el Impuesto Temporal de Solidaridad 
sobre las Grandes Fortunas de aquellos impatriados que queden sujetos a él. 

Adicionalmente, los sujetos acogidos al régimen de impatriados estarán 
exonerados de las obligaciones anuales de información respecto de bienes 
situados en el extranjero que deben informarse en el Modelo 720. 

Finalmente, la aplicación del régimen de impatriados no conlleva ninguna 
especialidad en el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, tributándose por 
obligación personal, al no establecer la LIRPF ni la normativa específica del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones ninguna especialidad a estos efectos.  
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